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PRESENTACIÓN 

 

A continuación se presentan las tesis de jurisprudencia y las tesis relevantes 
acerca del sistema de cómputo de votos en elecciones federales desde el año 
2001. Esto con el fin de ilustrar los principales criterios emanados del Tribunal 
Electoral sobre casos particulares. Cabe aclarar que la jurisprudencia de la 
tercera época fue emitida antes de la reforma constitucional y electoral de 2007 
y 2008, respectivamente, por lo que en cada caso concreto se deberá valorar 
su posible aplicabilidad. 
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TESIS DE JURISPRUDENCIA 
 
Acta de escrutinio y cómputo. Falta de firma de algún funcionario de la 
mesa directiva de casilla, no es suficiente para presumir su ausencia 
(legislación de Durango y similares). 
 
El hecho conocido de que en el acta de escrutinio y cómputo no esté asentada 
la firma de algún funcionario de la casilla es insuficiente, por sí solo, para 
demostrar presuncionalmente, que dicho funcionario no estuvo presente 
durante la jornada electoral y que, por tanto, la votación fue recibida por 
personas u organismos distintos a los facultados por la ley para tal fin. Se 
afirma lo anterior al tener en cuenta que, para elaborar una presunción humana 
es necesario que se parta de un hecho conocido y que de él se derive como 
consecuencia única, fácil, ordinaria, sencilla y natural, el pretendido hecho 
desconocido. En esta virtud, si bien en términos del artículo 232 del Código 
Estatal Electoral de Durango, los funcionarios y representantes que actúan en 
la casilla deben firmar las actas que se levanten en dicha casilla, el hecho de 
que el acta de escrutinio y cómputo no esté firmada por algún funcionario, no 
lleva a concluir necesariamente que fue porque dicho funcionario no estuvo 
presente durante la jornada electoral, ya que de acuerdo con las reglas de la 
lógica y de la experiencia, existen un sinnúmero de causas, por las que el acta 
mencionada pudo no ser firmada, por ejemplo, un simple olvido, la negativa a 
firmarla o la falsa creencia de que la firma ya había sido asentada, ante la 
multitud de papeles que deben firmarse, etcétera. Entonces, la falta de firma de 
un acta no tiene como causa única y ordinaria, la de que el funcionario haya 
estado ausente. En ocasiones, contribuye a evitar la elaboración de la 
pretendida presunción, la circunstancia de que existan otras actas electorales 
inherentes a la propia casilla en las que sí consta la firma del funcionario que 
omitió signar el acta de escrutinio y cómputo en cuestión.  
 
Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-054/98.—Partido de la Revolución 
Democrática.—26 de agosto de 1998.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-158/98.—Partido Revolucionario 
Institucional.—27 de noviembre de 1998.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-053/99 y acumulados.—Partido de 
la Revolución Democrática.—30 de marzo de 1999.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2002, suplemento 5, páginas 5-6, Sala Superior, tesis S3ELJ 
01/2001.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 10-11. 
Sala Superior. S3ELJ 01/2001 
 

 

 

 

 

http://148.207.17.195/SISCON/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/nCompilaTesisJur/ncompilatesisjurele/ncompilatesisjurele2001/s3elj012001�
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Acta de escrutinio y cómputo. Su valor probatorio disminuye en 
proporción a la importancia de los datos discordantes o faltantes. 

Cuando en contravención al deber ser, existe discordancia entre rubros del 
acta de escrutinio y cómputo, esto merma su poder de convicción en 
proporción a la importancia del o los datos que no cuadren con los demás. Así, 
si el número de ciudadanos que votó conforme a la lista nominal es mayor que 
los otros dos datos fundamentales: boletas extraídas de la urna y votación total 
emitida, el valor probatorio del acta disminuye en forma mínima, en cuanto 
encuentra explicación de lo que posiblemente pudo ocurrir en el desarrollo de 
la jornada electoral, consistente en que algunos electores pueden asistir al 
centro de votación, registrarse en la casilla, recibir su boleta y luego retirarse 
con ella o destruirla sin depositarla en la urna, de tal manera que el indicio 
sobre posibles irregularidades en el escrutinio resulta realmente insignificante; 
la falta de armonía entre el número de boletas recibidas y el número de boletas 
sobrantes e inutilizadas con cualquiera de las otras anotaciones, tiene una 
fuerza escasa, pero mayor que la anterior, para poner en duda la regularidad 
del escrutinio y cómputo, en tanto que en el campo de las posibilidades 
también puede deberse a un hecho distinto al cómputo mismo, como es que se 
haya realizado un conteo incorrecto de las boletas sobrantes, que se hayan 
traspapelado o perdido algunas, pero no depositado en la urna de esa casilla, u 
otras similares. Las discrepancias entre el número de personas que votaron 
conforme a la lista nominal con cualquiera de los otros datos fundamentales, 
cuando alguno de éstos, o los dos, resulte mayor que la primera, se considera 
generalmente error grave, porque permite presumir que el escrutinio y cómputo 
no se llevó a cabo adecuadamente con transparencia y certeza. Empero, como 
el acto electoral en comento se realiza por ciudadanos a los que se proporciona 
una instrucción muy elemental y en ocasiones ninguna, cuando se designa a 
personas de la fila de la casilla o sección, ante la ausencia de los designados 
originalmente, existe la conciencia, en el ánimo general, de la posibilidad de 
que existan anotaciones incorrectas en el acta, que sólo sean producto de 
descuido o distracción al momento de llenar el documento, o de la falta de 
comprensión de lo exigido por la autoridad electoral en los formatos, sin 
corresponder al resultado de los actos llevados a cabo que ahí se pretenden 
representar; por esto, en la interpretación de los tribunales electorales ha 
surgido y se ha acrecentado la tendencia a considerar que, cuando un solo 
dato esencial de las actas de escrutinio y cómputo se aparte de los demás, y 
éstos encuentren plena coincidencia y armonía sustancial entrelazados de 
distintas maneras, aunado a la inexistencia de manifestaciones o elementos 
demostrativos de que el escrutinio y cómputo enfrentó situaciones que pudieran 
poner en duda su desarrollo pacífico y normal, se debe considerar válido, lógica 
y jurídicamente, calificar la discordancia como un mero producto de error en la 
anotación y no en el acto electoral, y enfrentar por tanto la impugnación que se 
haga de la votación recibida en esa casilla por la causal de error en el cómputo, 
con los demás datos sustancialmente coincidentes. 

Tercera Época: 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-247/2001.—Partido 
Revolucionario Institucional.—30 de noviembre de 2001.—Unanimidad de votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-293/2001.—Partido de la 
Revolución Democrática.—22 de diciembre de 2001.—Unanimidad de votos. 
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-407/2001.—Coalición Unidos por 
Michoacán.—30 de diciembre de 2001.—Unanimidad de votos. 
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 6-7, Sala Superior, tesis S3ELJ 
16/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 11-13. 
Sala Superior. S3ELJ 16/2002 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.16/2002 

 

Cómputo de una elección. Factibilidad de su realización a pesar de la 
destrucción o inhabilitación material de los paquetes electorales. 

La destrucción o inhabilitación material de la documentación contenida en los 
paquetes electorales de una elección, no es suficiente para impedir la 
realización del cómputo de la votación, aunque tal situación no se encuentre 
regulada expresa y directamente en el ordenamiento aplicable, pues conforme 
a las máximas de experiencia y a los principios generales del derecho, la 
autoridad competente debe instrumentar un procedimiento para reconstruir, en 
la medida de lo posible, los elementos fundamentales que permitan conocer 
con certeza y seguridad los resultados de los comicios, y si se consigue ese 
objetivo, tomar la documentación obtenida como base para realizar el cómputo. 
Sin embargo, en la fijación de las reglas de dicho procedimiento, se deben 
observar los principios rectores de la materia y el más amplio respeto a los 
derechos de los interesados para participar en dicha reposición, 
destacadamente de la garantía constitucional de audiencia, a fin de que 
puedan conocer todas las reglas que se fijen y los elementos que se recaben, y 
estén en aptitud de asumir una posición respecto a ellos, objetarlos, aportar 
pruebas, e impugnar ante los tribunales competentes su contenido y 
resultados, en ejercicio al derecho a la jurisdicción; pero al igual que en 
cualquier otro procedimiento de esta naturaleza, sobre tales interesados debe 
pesar la carga procedimental de aportar los elementos informativos y 
probatorios de que dispongan, dado que sólo así será posible que la autoridad 
electoral reconstruya de la mejor manera el material necesario para llevar a 
cabo el cómputo de la elección. Lo anterior es así, en razón de que la 
experiencia y arraigados principios jurídicos, relativos a los alcances de la labor 
legislativa, establecen que la ley sólo prevé las situaciones que ordinariamente 
suelen ocurrir o que el legislador alcanza a prever como factibles dentro del 
ámbito en que se expide, sin contemplar todas las modalidades que pueden 
asumir las situaciones reguladas, y menos las que atentan contra el propio 
sistema; además, bajo la premisa de que las leyes están destinadas para su 
cumplimiento, tampoco autoriza que se dejen de resolver situaciones concretas 
por anomalías extraordinarias razonablemente no previstas en la ley. Ante tal 
circunstancia, se considera válido que la autoridad competente para realizar el 
cómputo integre las lagunas de la normatividad y complete el procedimiento 
necesario para la obtención de elementos fidedignos, prevalecientes al evento 
irregular, que sean aptos para reconstruir o reponer con seguridad, dentro de lo 
posible, la documentación electoral en la que se hayan hecho constar los 
resultados de la votación.  

 

http://148.207.17.195/SISCON/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/nCompilaTesisJur/ncompilatesisjurele/ncompilatesisjurele2002/s3elj162002�
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Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-294/2000.—Coalición Alianza por 
Campeche.—9 de septiembre de 2000.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-295/2000.—Coalición Alianza por 
Campeche.—9 de septiembre de 2000.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-303/2000.—Coalición Alianza por 
Campeche.—9 de septiembre de 2000.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2001, suplemento 4, páginas 7-8, Sala Superior, tesis S3ELJ 
022/2000.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 57-58. 
 
Sala Superior. S3ELJ 022/2000 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.022/2000 

 

Entrega extemporánea del paquete electoral. Cuándo constituye causa de 
nulidad de la votación recibida en casilla (legislación de sonora y 
similares). 

La causa de nulidad de los sufragios recibidos en una casilla, relativa a la 
entrega extemporánea del paquete electoral, sin que para ello medie causa 
justificada, se actualiza únicamente, si tal irregularidad es determinante para el 
resultado de la votación. En efecto, la causa de nulidad prevista en el artículo 
195, fracción VI, del Código Electoral para el Estado de Sonora se integra por 
tres elementos explícitos, a saber: a) la entrega del paquete electoral; b) el 
retardo en dicha entrega, y c) la ausencia de causa justificada para el retardo, 
así como con el elemento de carácter implícito consistente, en que la 
irregularidad generada por los referidos elementos sea determinante para el 
resultado de la votación. Si se actualizan esos elementos explícitos, se produce 
también la demostración del elemento implícito, mediante la presunción iuris 
tantum de que el vicio o irregularidad es determinante para el resultado de la 
votación; pero como tal presunción admite prueba en contrario, si queda 
demostrado que la irregularidad no fue determinante para el resultado de la 
votación, no se surtirá la hipótesis de nulidad de que se trata. Esto es así, 
porque los artículos 161 a 163 del Código Electoral para el Estado de Sonora 
establecen una serie de formalismos, dirigidos a salvaguardar la integridad del 
paquete electoral, en el lapso que transcurre entre la clausura de casilla y la 
recepción del paquete por el consejo electoral correspondiente, con el fin de 
garantizar que el cómputo de la elección se efectúe sobre la base real de los 
resultados obtenidos en cada casilla. Asimismo, la interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 41, fracción III, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 161 a 163, 194 y 195, fracción VI, 
del ordenamiento electoral citado conduce a estimar, que con la hipótesis de 
nulidad se sanciona la falta de certeza sobre la integridad del paquete electoral, 
con lo cual no queda garantizado que el cómputo de la elección se haga sobre 
los verdaderos resultados de la casilla correspondiente. Pero si en el 
expediente está evidenciado que el paquete electoral permaneció inviolado, a 
pesar del retardo injustificado en la entrega, o bien, se demuestra que los 
sufragios contenidos en el paquete coinciden con los registrados en las actas 
de escrutinio y cómputo de la casilla, es claro que en tales circunstancias, el 

http://148.207.17.195/SISCON/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/nCompilaTesisJur/ncompilatesisjurele/ncompilatesisjurele2000/s3elj222000�
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valor protegido por los preceptos citados no fue vulnerado y, por tanto, aun 
cuando la irregularidad hubiera existido, ésta no fue determinante para el 
resultado de la votación, lo que provoca que al no surtirse el requisito implícito 
de referencia deba tenerse por no actualizada la causa de nulidad.  

Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-146/2000.—Partido 
Revolucionario Institucional.—16 de agosto de 2000.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-253/2000 y acumulado.—Partido 
de la Revolución Democrática.—25 de agosto de 2000.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-366/2000.—Partido de la 
Revolución Democrática.—9 de septiembre de 2000.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2001, suplemento 4, páginas 10-11, Sala Superior, tesis 
S3ELJ 07/2000.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 112-
113. 
Sala Superior. S3ELJ 07/2000 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.07/2000 

 

Error en la computación de los votos. El hecho de que determinados 
rubros del acta de escrutinio y cómputo aparezcan en blanco o ilegibles, 
o el número consignado en un apartado no coincida con otros de similar 
naturaleza, no es causa suficiente para anular la votación. 

Al advertir el órgano jurisdiccional en las actas de escrutinio y cómputo la 
existencia de datos en blanco, ilegibles o discordancia entre apartados que 
deberían consignar las mismas cantidades, en aras de privilegiar la recepción 
de la votación emitida y la conservación de los actos de las autoridades 
electorales válidamente celebrados, se imponen las siguientes soluciones: a) 
En principio, cabe revisar el contenido de las demás actas y documentación 
que obra en el expediente, a fin de obtener o subsanar el dato faltante o 
ilegible, o bien, si del análisis que se realice de los datos obtenidos se deduce 
que no existe error o que él no es determinante para el resultado de la 
votación, en razón de que determinados rubros, como son: TOTAL DE 
CIUDADANOS QUE VOTARON CONFORME A LA LISTA NOMINAL, TOTAL 
DE BOLETAS EXTRAÍDAS DE LA URNA y VOTACIÓN EMITIDA Y 
DEPOSITADA EN LA URNA, están estrechamente vinculados, debiendo existir 
congruencia y racionalidad entre ellos, porque en condiciones normales el 
número de electores que acuden a sufragar en determinada casilla debe ser la 
misma cantidad de votos que aparezcan en ella; por tanto, las variables 
mencionadas deben tener un valor idéntico o equivalente. Por ejemplo: si el 
apartado: TOTAL DE CIUDADANOS QUE VOTARON CONFORME A LA 
LISTA NOMINAL aparece en blanco o es ilegible, él puede ser subsanado con 
el total de boletas extraídas de la urna o votación total emitida (ésta concebida 
como la suma de la votación obtenida por los partidos políticos y de los votos 
nulos, incluidos, en su caso, los votos de los candidatos no registrados), entre 
otros, y si de su comparación no se aprecian errores o éstos no son 
determinantes, debe conservarse la validez de la votación recibida; b) Sin 
embargo, en determinados casos lo precisado en el inciso anterior en sí mismo 

http://148.207.17.195/SISCON/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/nCompilaTesisJur/ncompilatesisjurele/ncompilatesisjurele2000/s3elj072000�
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no es criterio suficiente para concluir que no existe error en los 
correspondientes escrutinios y cómputos, en razón de que, a fin de determinar 
que no hubo irregularidades en los votos depositados en las urnas, resulta 
necesario relacionar los rubros de: TOTAL DE CIUDADANOS QUE VOTARON 
CONFORME A LA LISTA NOMINAL, TOTAL DE BOLETAS EXTRAÍDAS DE 
LA URNA, VOTACIÓN EMITIDA Y DEPOSITADA EN LA URNA, según 
corresponda, con el de: NÚMERO DE BOLETAS SOBRANTES, para 
confrontar su resultado final con el número de boletas entregadas y, 
consecuentemente, concluir si se acredita que el error sea determinante para el 
resultado de la votación. Ello es así, porque la simple omisión del llenado de un 
apartado del acta del escrutinio y cómputo, no obstante de que constituye un 
indicio, no es prueba suficiente para acreditar fehacientemente los extremos del 
supuesto contenido en el artículo 75, párrafo 1, inciso f), de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral; c) Por las razones 
señaladas en el inciso a), en el acta de escrutinio y cómputo los rubros de total 
de ciudadanos que votaron conforme a la lista nominal, total de boletas 
extraídas de la urna y votación emitida y depositada en la urna, deben 
consignar valores idénticos o equivalentes, por lo que, al plasmarse en uno de 
ellos una cantidad de cero o inmensamente inferior a los valores consignados u 
obtenidos en los otros dos apartados, sin que medie ninguna explicación 
racional, el dato no congruente debe estimarse que no deriva propiamente de 
un error en el cómputo de los votos, sino como un error involuntario e 
independiente de aquél, que no afecta la validez de la votación recibida, 
teniendo como consecuencia la simple rectificación del dato. Máxime cuando 
se aprecia una identidad entre las demás variables, o bien, la diferencia entre 
ellas no es determinante para actualizar los extremos de la causal prevista en 
el artículo mencionado. Inclusive, el criterio anterior se puede reforzar llevando 
a cabo la diligencia para mejor proveer, en los términos del inciso siguiente; d) 
Cuando de las constancias que obren en autos no sea posible conocer los 
valores de los datos faltantes o controvertidos, es conveniente acudir, mediante 
diligencia para mejor proveer y siempre que los plazos electorales lo permitan, 
a las fuentes originales de donde se obtuvieron las cifras correspondientes, con 
la finalidad de que la impartición de justicia electoral tome en cuenta los 
mayores elementos para conocer la verdad material, ya que, como órgano 
jurisdiccional garante de los principios de constitucionalidad y legalidad, ante el 
cuestionamiento de irregularidades derivadas de la omisión de asentamiento de 
un dato o de la discrepancia entre los valores de diversos apartados, debe 
determinarse indubitablemente si existen o no las irregularidades invocadas. 
Por ejemplo: si la controversia es respecto al rubro: TOTAL DE CIUDADANOS 
QUE VOTARON CONFORME A LA LISTA NOMINAL, deben requerirse las 
listas nominales de electores correspondientes utilizadas el día de la jornada 
electoral, en que conste el número de electores que sufragaron, o bien, si el 
dato alude a los votos extraídos de la urna, puede ordenarse el recuento de la 
votación en las casillas conducentes, entre otros supuestos.  

Tercera Época:  
Recurso de reconsideración. SUP-REC-012/97 y acumulado.—Partido de la 
Revolución Democrática.—16 de agosto de 1997.—Unanimidad de votos.  
Recurso de reconsideración. SUP-REC-059/97.—Partido de la Revolución 
Democrática.—19 de agosto de 1997.—Unanimidad de votos.  
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Recurso de reconsideración. SUP-REC-065/97.—Partido de la Revolución 
Democrática.—19 de agosto de 1997.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 1997, suplemento 1, páginas 22-24, Sala Superior, tesis 
S3ELJ 08/97.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 113-
116. 
Sala Superior. S3ELJ 08/97 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.8/97 

 

Error grave en el cómputo de votos. Cuándo es determinante para el 
resultado de la votación (legislación de Zacatecas y similares). 

No es suficiente la existencia de algún error en el cómputo de los votos, para 
anular la votación recibida en la casilla impugnada, sino que es indispensable 
que aquél sea grave, al grado de que sea determinante en el resultado que se 
obtenga, debiéndose comprobar, por tanto, que la irregularidad revele una 
diferencia numérica igual o mayor en los votos obtenidos por los partidos que 
ocuparon el primero y segundo lugares en la votación respectiva.  

Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-046/98.—Partido Revolucionario 
Institucional.—26 de agosto de 1998.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-178/98.—Partido de la Revolución 
Democrática.—11 de diciembre de 1998.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-467/2000.—Alianza por Atzalán.—
8 de diciembre de 2000.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2002, suplemento 5, páginas 14-15, Sala Superior, tesis 
S3ELJ 10/2001.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 116.  
Sala Superior. S3ELJ 10/2001 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.10/2001 

 

Escrutinio y cómputo. Cuando un tribunal electoral lo realiza nuevamente 
y los datos obtenidos no coinciden con los asentados en las actas, se 
deben corregir los cómputos correspondientes (legislaciones electorales 
de Coahuila, Oaxaca y similares). 

Cuando por circunstancias completamente extraordinarias, un tribunal electoral 
abre un paquete electoral o de votación, y los datos que se obtienen de la 
apreciación directa de su contenido, no corresponden con los consignados en 
el acta de jornada electoral, se deben corregir los cómputos correspondientes, 
ya sea de casilla o el final de la elección de que se trate, para todos los efectos 
legales a que haya lugar. Para arribar a la anterior conclusión, se toma en 
cuenta que el sistema electoral mexicano, acogido en esencia en la mayoría de 
las legislaciones electorales del país, tales como en los artículos 115 del 
Código Electoral del Estado de Coahuila y 181 del Código de Instituciones 
Políticas y Procesos Electorales de Oaxaca, se determina que en las actas de 
la jornada electoral se recojan todos los resultados e incidencias ocurridas 
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durante la misma, esto es, en un documento público, que proviene de la 
autoridad electoral inmediata, que es la mesa directiva de casilla, ya que el 
conjunto de actos consignados se encuentra dentro del ámbito de sus 
atribuciones legales; por lo que esas actas de la jornada electoral expedidas 
por la mesa directiva de casilla, adquieren pleno valor probatorio cuando 
satisfacen todos los requisitos y formalidades legales, y se encuentra 
concordancia fundamental entre sus partes. Sin embargo, el documento 
referido no deja de ser un elemento representativo de un contenido cuyas 
partes componentes o fuentes directas, se recogen y guardan temporalmente 
dentro del llamado paquete electoral o de votación, como son los propios votos, 
las boletas sobrantes e inutilizadas, y los demás documentos que suelen 
introducirse ahí, motivo por el cual las actas de la jornada electoral tienen valor 
de prueba plena, en tanto que son representativas del contenido exacto de las 
fuentes que se emplearon directa e inmediatamente en la jornada electoral, 
respecto de las cuales se presume su total coincidencia, salvo prueba en 
contrario cuando sea posible y admisible aportarlas o recabarlas. Por ende, en 
los casos en que el tribunal electoral, de manera completamente excepcional y 
en ejercicio de facultades propias, llega a considerar imprescindible la apertura 
de algún paquete electoral o de votación, y que los plazos electorales permiten 
hacerlo, y al revisar su contenido se encuentra discrepancia entre los 
elementos reales colocados en el paquete electoral, pues contradicen a los 
datos consignados en el acta, con ese hecho queda destruida la presunción de 
que gozaba el acta de la jornada electoral, respecto a lo que se opongan, como 
documento público, por lo que esas anotaciones se deben hacer a un lado para 
estarse a los datos que corresponden con la realidad y no al mero dato formal y 
representativo contrario a ella, en razón de que de no hacerlo sería darle mayor 
credibilidad a la ficción que a la verdad. 

Tercera Época: 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-186/99 y acumulado.—Partido de 
la Revolución Democrática.—17 de diciembre de 1999.—Mayoría de cinco votos. 
Disidentes: José Fernando Ojesto Martínez Porcayo y José de Jesús Orozco 
Henríquez. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-300/2001 y acumulados.—Partido 
Revolucionario Institucional.—30 de diciembre de 2001.—Mayoría de cinco votos.—
Disidentes: José Luis de la Peza y José de Jesús Orozco Henríquez. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-222/2005 y acumulado.—Partido 
de la Revolución Democrática.—10 de noviembre de 2005.—Mayoría de cinco 
votos.—Disidente: José de Jesús Orozco Henríquez. 
Sala Superior, tesis S3ELJ 14/2005. 
Sala Superior. S3ELJ 14/2005 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.14/2005 
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Paquetes electorales. Para su apertura debe citarse a los partidos 
políticos interesados. 

La interpretación sistemática de los artículos 14, 41, párrafo segundo, 
fracciones III y IV, y 116, fracción IV, inciso d), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pone de manifiesto que la garantía de audiencia y 
el derecho que tienen los partidos políticos para participar en la preparación, 
desarrollo y vigilancia de los procesos electorales, trasciende a la sustanciación 
de los medios de impugnación en materia electoral, de tal suerte que si los 
órganos electorales administrativos ante los cuales se ejerza tal atribución no 
atienden a las peticiones debidamente fundadas que los representantes 
partidistas formulen en relación con los actos y resoluciones emitidos durante 
las diversas fases del proceso electoral general y, en particular, en lo 
concerniente a la repetición del escrutinio y cómputo por el consejo electoral 
competente, al promover el respectivo medio de impugnación, tanto el partido 
político actor como el tercero interesado conservan esa importante atribución 
de vigilancia de la efectividad del sufragio y, por tanto, pueden ejercerla ante el 
órgano jurisdiccional del conocimiento, de lo que resulta que si durante la 
secuela procesal se hace necesario abrir los paquetes electorales, con objeto 
de reparar la violación alegada, deben ser citados a la diligencia respectiva los 
partidos políticos que sean parte en el proceso a efecto de que formulen las 
observaciones que estimen pertinentes. En consecuencia, carecerá de eficacia 
jurídica alguna, la diligencia de apertura de paquetes electorales, si se realiza 
en contravención a las disposiciones constitucionales mencionadas.  

Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-221/2000.—Partido de la 
Revolución Democrática.—16 de agosto de 2000.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-116/2001 y acumulado.—Partido 
Acción Nacional.—30 de junio de 2001.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-506/2003.—Partido de la 
Revolución Democrática.—4 de diciembre de 2003.—Unanimidad de votos.  
Sala Superior, tesis S3ELJ 21/2004.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 209-
210.  
Sala Superior. S3ELJ 21/2004 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.21/2004 
 

Procedimiento de escrutinio y cómputo. Sus formalidades dotan de 
certeza al resultado de la votación. 

El procedimiento de escrutinio y cómputo de la votación recibida en casilla está 
compuesto de reglas específicas, que se llevan a cabo de manera sistemática, 
y se conforma de etapas sucesivas que se desarrollan de manera continua y 
ordenada, sin intervalos entre una y otra; en cada etapa intervienen 
destacadamente uno o varios funcionarios de la mesa directiva de casilla, 
siempre con la presencia de los representantes de los partidos políticos, y sus 
actividades concluyen en la obtención de varios datos que se asientan en los 
distintos rubros del acta de escrutinio y cómputo, cuyo objeto común es obtener 
y constatar los votos recibidos en la casilla. Lo anterior constituye una forma de 
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control de la actividad de cada uno de los funcionarios de casilla entre sí, así 
como de la actuación de todos estos por los representantes de los partidos 
políticos que se encuentran presentes, y un sistema de evaluación sobre la 
certeza, eficacia y transparencia de sus actos, que se ve acreditado con la 
concordancia de los datos obtenidos en cada fase, una vez hechas las 
operaciones aritméticas necesarias; por lo que la armonía entre los resultados 
consignados en el acta de escrutinio y cómputo sirve como prueba 
preconstituida de que esa actuación electoral se llevó a cabo adecuadamente.  

Tercera Época:  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-247/2001.—Partido 
Revolucionario Institucional.—30 de noviembre de 2001.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-293/2001.—Partido de la 
Revolución Democrática.—22 de diciembre de 2001.—Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-407/2001.—Coalición Unidos por 
Michoacán.—30 de diciembre de 2001.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 55-56, Sala Superior, tesis 
S3ELJ 44/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 246-
247. 
Sala Superior. S3ELJ 44/2002 
TESIS DE JURISPRUDENCIA J.44/2002 
 
 
 

TESIS RELEVANTES 
 
Apertura de paquetes. Requisitos para su práctica por órgano 
jurisdiccional (legislación de Veracruz-llave y similares). 
 
En conformidad con los artículos 145, 175, 176 y 177 del Código Electoral del 
Estado de Veracruz, el acta de escrutinio y cómputo de la votación, elaborada 
por los funcionarios de casilla, es el medio más apto para demostrar el 
resultado de la votación recibida en una casilla, aunque también dicho 
escrutinio y cómputo pueden realizarlo subsidiariamente los comités distritales 
o municipales, en el desempeño de sus funciones, si se produce alguno de los 
supuestos normativos que lo autorice. Los órganos jurisdiccionales pueden, 
excepcionalmente, realizar el escrutinio y cómputo de la votación en casilla 
mediante la apertura de paquetes electorales, si dicha diligencia resulta 
necesaria para resolver el litigio planteado, atribución que proviene de lo 
previsto en los artículos 16, 41, fracción IV, y 116, fracción IV, inciso b), en 
relación con el artículo 17, todos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, conforme a los cuales, a los tribunales electorales 
corresponde, como órganos del Estado y en cumplimiento a la garantía de 
acceso a la justicia, resolver los conflictos que son sometidos a su potestad. 
Sin embargo, dada la naturaleza extraordinaria y excepcional de esta facultad 
del órgano jurisdiccional electoral, para su validez es indispensable lo siguiente: 
a) se acredite de manera fehaciente alguno de los supuestos previstos en la ley 
para ordenar la apertura de los paquetes electorales, así como que la 
irregularidad hecha valer sea determinante para el resultado de la votación; b) 
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la apertura de los paquetes electorales se ordene en ejercicio de la potestad 
jurisdiccional, para la resolución de un litigio, mediante proveído debidamente 
fundado y motivado, así como que el resultado se haga constar en un acta 
circunstanciada; c) que los funcionarios del órgano jurisdiccional que practican 
la diligencia tengan facultades de decisión, en términos de los artículos 23, 25 y 
28 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave, y d) siempre y cuando el desahogo de la diligencia de 
apertura de paquetes arroje un resultado distinto al asentado en las actas, el 
órgano jurisdiccional haga constar, en forma pormenorizada, los motivos 
concretos que justifiquen el cambio del resultado. De esta suerte, si el órgano 
jurisdiccional realiza un nuevo escrutinio y cómputo de la votación recibida en 
casillas, mediante la apertura de los paquetes electorales, en cuya diligencia se 
obtienen resultados distintos a los asentados en las actas originalmente 
efectuadas, pero dicho juzgador omite cumplir alguno o algunos de los 
requisitos mencionados, debe negarse valor a la diligencia respectiva, por 
carecer de sustento jurídico, y reconocerse eficacia probatoria a las actas de 
escrutinio y cómputo levantadas, originaria o subsidiariamente, por los 
organismos electorales. 
 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-429/2004.—Partido Acción 
Nacional.—3 de diciembre de 2004.—Unanimidad de votos.—Ponente: Mauro Miguel 
Reyes Zapata.—Secretario: Armando Cruz Espinosa. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-428/2004.—Partido Acción 
Nacional.—10 de diciembre de 2004.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de 
Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: Gustavo Avilés Jaimes. 
Sala Superior, tesis S3EL 025/2005. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 352-
354. 
Sala Superior. S3EL 025/2005 
 
 

Boleta mutilada. El voto expresado en ella no puede considerarse válido 
(legislación de Tlaxcala y similares). 

Cuando una boleta aparece incompleta, por no tener la parte superior, sino 
únicamente la parte de los logotipos de algunos partidos políticos y las firmas 
del presidente y secretario del consejo municipal, la cual aparece cruzada en el 
recuadro correspondiente a los candidatos propietario y suplente, se debe 
considerar que dicho voto no puede tenerse como válido, en razón de que, al 
encontrarse mutilada la boleta que lo contiene, se pone en duda la certeza de 
la voluntad expresada por el ciudadano que emitió tal sufragio. En efecto, debe 
tenerse presente que el voto, conforme al artículo 41 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, está regido por los principios fundamentales 
de que sea universal, libre, secreto y directo; principios que son recogidos en la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala en su artículo 10, 
y por el numeral 4 del código electoral de esa entidad federativa, lo que implica, 
que el ciudadano manifieste de forma personal e íntima su voluntad de elegir a 
las personas que lo representarán en la función pública, mediante una marca 
en la boleta electoral, sin que pueda haber cualquier tipo de presión o coacción 
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en el proceso de la formación de la voluntad y emisión del voto. Si el formato 
de boleta electoral que se utilizó para la elección no cuenta con los requisitos 
mínimos dispuestos en el artículo 157 del Código Electoral del Estado de 
Tlaxcala, por haber sido cortada o mutilada, no se aprecia la entidad, el 
municipio, la población a la que corresponde, la fecha de la elección, la 
elección para la que fue impresa, los logotipos de algunos de los partidos 
políticos; datos que al no encontrarse provocan que el voto que contiene la 
boleta carezca de la certidumbre necesaria para llegar a establecer que la 
voluntad expresada en el sufragio fue manifestada conforme a los principios 
fundamentales del voto (universal, libre, secreto y directo), ya que, como se 
dijo, si el legislador previó como instrumento para ejercer el sufragio la boleta 
electoral la que debía contar con una serie de requisitos mínimos para su 
validez, al realizarse en forma contraria a la establecida no puede llegarse a 
considerar como válido, el voto así emitido, puesto que, al estar incompleta la 
boleta, puede pensarse que se marcó más de un cuadro de los contenidos en 
ese documento, sin que llegue a determinarse si fue el propio elector el que 
cortó la parte superior, por haberse equivocado en su preferencia o por una 
tercera persona para dar un beneficio indebido a algún candidato, lo que 
conlleva a estimar que el voto contenido en la boleta electoral sea considerado 
como nulo, ya que se insiste, al encontrarse cortada la boleta carece de 
algunos de los requisitos establecidos en el artículo 157 del Código Electoral 
del Estado de Tlaxcala; por lo tanto, ese voto fue emitido en forma distinta a la 
preceptuada en la ley, violándose con ello el principio de certeza al ponerse en 
duda, si realmente el ciudadano que emitió su sufragio en esa boleta lo hizo en 
la forma que aparece consignada en el mismo. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-
138/2001.—Miguel de los Ángeles Montalvo Hernández.—13 de enero de 2001.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—Secretario: 
Genaro Escobar Ambriz. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 86-87, Sala 
Superior, tesis S3EL 057/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 369-
370. 
Sala Superior. S3EL 057/2002 
 
 

Boletas con talón de folio adherido. No constituyen, por sí mismas, una 
irregularidad grave que actualice la nulidad de la votación recibida en 
casillas. 

Si bien se puede sostener que la existencia en los paquetes electorales de 
boletas que muestren tener el talón de folio adherido constituye una 
irregularidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 205, párrafo 2, 
inciso d), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
atendiendo a las reglas de la lógica, de la experiencia y la sana crítica, se 
considera que, por sí misma, no configura una irregularidad grave que ponga 
en duda la certeza de la votación recibida en la casilla, máxime si no existe 
algún otro indicio o elemento de convicción que, adminiculado con lo anterior, 
pudiera llevar a una conclusión diferente. En consonancia con lo anterior, es 
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necesario tener presente que, conforme a lo previsto en el invocado artículo 
205, párrafo 2, inciso d), del código de la materia, ... La información que 
contendrá este talón será la relativa a la entidad federativa, distrito electoral y 
elección que corresponda. El número de folio será progresivo, sin que dicha 
disposición ni ninguna otra de la propia ley prevé que quede registrado en 
alguna parte el folio correspondiente a la boleta que se entregó a determinado 
ciudadano, por lo que si en autos tampoco hay alguna evidencia de que de 
hecho así hubiere ocurrido, no cabe inferir en forma alguna que la mera 
existencia en los paquetes electorales de boletas con el talón de folio 
respectivo adherido constituya en tal caso una irregularidad grave que haya 
puesto en duda la certeza o libertad del sufragio, por lo que no se actualiza la 
causal de nulidad prevista en el artículo 75, párrafo 1, inciso k), de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

Recurso de reconsideración. SUP-REC-041/97.—Partido Acción Nacional.—16 de 
agosto de 1997.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco 
Henríquez.—Secretario: José Félix Cerezo Vélez. 
Revista Justicia Electoral 1997, Tercera Época, suplemento 1, páginas 35-36, Sala 
Superior, tesis S3EL 023/97. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 370-
371. 
Sala Superior. S3EL 023/97  
 
 

Boletas electorales. La inclusión de la figura o imagen de candidatos 
implica un acto de propaganda prohibido. 

 El artículo 182, apartado 3, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales señala que por propaganda se entiende el conjunto 
de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones 
que durante la campaña electoral producen y difunden los partidos políticos, los 
candidatos registrados y sus simpatizantes, con el propósito de presentar ante 
la ciudadanía las candidaturas registradas. Dentro de los mecanismos actuales 
para realizar propaganda electoral, cobra gran importancia la proyección de la 
figura o imagen de los candidatos, con el objeto de resaltar su personalidad 
individual, sus atributos personales, sus aptitudes, sus hábitos y costumbres, e 
incluso algunas cuestiones más individualizadas, que llegan a comprender 
hasta la forma de vestir, arreglo personal, etcétera, convirtiéndolos así, cada 
vez más, en figuras centrales o preponderantes de sus pretensiones en los 
procesos electorales, lo cual se ve intensificado durante el período de campaña 
electoral y tiende a producir un efecto el día de la jornada electoral. En estas 
condiciones, cualquier elemento alusivo al candidato que se presente a la 
ciudadanía ejercerá influencia, necesariamente, en alguna medida, en la 
formación de la convicción del electorado; de modo que una figura, fotografía, u 
otro elemento alusivo al candidato impresa en las boletas electorales, puede 
tener eficacia en ese sentido, por la calidad de sus destinatarios, toda vez que 
tendría que ser vista por todos y cada uno de los electores en el momento de 
mayor importancia para los comicios, como es el inmediato a la determinación 
y ejecución final del voto, produciéndose el efecto propagandístico, en razón a 
que, asociada tal imagen a otros elementos de esa misma naturaleza 
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generados durante la campaña, contribuye a la inducción en la emisión del voto 
a favor de quien ostentara la figura, fotografía u otro elemento similar, el día de 
la jornada electoral, y esta situación violaría el artículo 190, apartados 1 y 2, del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en el cual se 
prevé que las campañas electorales deben concluir tres días antes de 
celebrarse la jornada electoral, así como que el día de la jornada electoral y 
durante los tres días anteriores no se permitirá la celebración ni la difusión de 
reuniones o actos públicos de campaña, de propaganda o de proselitismo 
electorales. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-038/99 y acumulados.—Democracia Social, Partido 
Político Nacional.—7 de enero de 2000.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Leonel 
Castillo González.—Disidente: José Luis de la Peza.—Secretario: Arturo Fonseca 
Mendoza. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 87-88, Sala 
Superior, tesis S3EL 056/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 371-
372. 
Sala Superior. S3EL 056/2002 
 
 

Boletas electorales. La observación de marcas diferentes puestas en 
éstas, resulta insuficiente para establecer que fueron hechas por 
personas distintas al correspondiente elector. 

Esta Sala Superior considera que por la simple observación de diferencias en 
las marcas estampadas sobre las boletas electorales no es factible determinar, 
por ese solo hecho, que procedan de dos o más personas y no del mismo 
elector; en virtud de que tales marcas son puestas por una persona que, 
aunque se lo proponga, no fácilmente podrá hacer dos marcas enteramente 
coincidentes en cuanto a su tamaño, orientación, firmeza de trazo o intensidad 
en el marcado, puesto que cada movimiento será realizado con distintas 
circunstancias, máxime que el día de la jornada electoral se utilizan crayones, 
instrumentos que generalmente no son de uso cotidiano, aunado a que por sus 
mismas características el crayón tampoco conserva uniformidad, toda vez que 
es fácilmente deformable y el grosor e intensidad de la marca dependerá del 
desgaste y la inclinación en que se coloque para hacer la marca. Además, 
debe tomarse en cuenta el acceso exclusivo a las boletas electorales por parte 
del votante, que implica una plena libertad para la emisión de su voluntad, 
debido a que la ley no le impone que deba realizar la marcación de su boleta 
de una determinada manera o con un signo específico, sino que tiene la 
posibilidad de utilizar cualquier tipo de señal o marca, ya sea que la ponga en 
uno solo de los cuadros que corresponden a los partidos políticos, o bien, que 
con conocimiento de los efectos que producirá, o sin él, decida estampar varias 
marcas, incluso distintas entre sí, por lo que al momento de estar en la 
mampara para emitir su voto el elector tiene completa libertad para hacer 
cualquier tipo de marca, incluso, no existe prohibición ni impedimento para que 
el elector utilice para hacer la marca un instrumento distinto al que es 
proporcionado por las mesas directivas de casilla. 
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-114/2002 y acumulado.—Partido 
Acción Nacional.—24 de julio de 2002.—Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina 
Berta Navarro Hidalgo.—Secretario: Jacob Troncoso Ávila. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, página 88, Sala 
Superior, tesis S3EL 157/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 372-
373. 
 Sala Superior. S3EL 157/2002 
 

 

Boletas electorales. No deben contener elementos distintos a los 
previstos en la ley. 

De acuerdo con lo previsto por el artículo 205, apartado 2, incisos b), c) y e), 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se establece 
cuáles elementos del partido político o de la coalición se deben asentar en la 
boleta electoral y cuáles de los candidatos, esto es, las boletas deben incluir el 
color o combinación de colores y el emblema del partido político nacional o el 
emblema y el color o colores de la coalición, en tanto que de los candidatos 
sólo se debe poner el nombre completo, incluyendo apellidos, paterno y 
materno, y el cargo para el que se postula. De manera que si se considerara 
válida la inclusión de un elemento distinto y alusivo a los candidatos en el 
emblema, se forzaría a la autoridad electoral a incluir en las boletas electorales 
un elemento no contemplado para ellas por la ley, lo cual atentaría contra el 
sistema legal mismo, si se toma en consideración que los requisitos que deben 
contener las boletas los prevé la ley de manera imperativa y limitativa, y no de 
modo enunciativo y ejemplificativo, por lo que no puede adicionarse ninguno a 
los expresamente contemplados en la normatividad. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-038/99 y acumulados.—Democracia Social, Partido 
Político Nacional.—7 de enero de 2000.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Leonel 
Castillo González.—Disidente: José Luis de la Peza.—Secretario: Arturo Fonseca 
Mendoza. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, página 89, Sala 
Superior, tesis S3EL 012/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 374. 
Sala Superior. S3EL 012/2002 
 
 
 
Candidatura común. La marca en la boleta sobre dos o más emblemas de 
diversos partidos políticos que postularon al mismo candidato, debe 
tenerse como voto válido para éste, pero no para los partidos (legislación 
de Sonora y similares). 
 
Cuando el elector marca dos o más emblemas de diferentes partidos políticos 
que postularon candidato común, el voto debe considerarse válido y 
computarse para éste, porque hay certeza en la voluntad del sufragante, en lo 
atinente a que emitió su voto a favor del candidato de su preferencia; sin 
embargo, no debe contar con relación a los partidos políticos que lo postularon, 
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porque respecto de ellos no puede establecerse hacia cuál, en particular, el 
elector orientó su voluntad. En efecto, los artículos 39 y 41 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 22 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Sonora, 5, 120, 153, fracciones I y II, 333 y 335, 
del Código Electoral para el Estado de Sonora, interpretados sistemáticamente, 
ponen de manifiesto la relevancia de la voluntad expresada por los electores al 
sufragar y evidencian que los lineamientos para determinar la validez o nulidad 
de un voto se basan en el respeto irrestricto a esa voluntad, debido a lo cual, el 
voto se considera válido cuando la voluntad es clara y no hay duda sobre el 
sentido de la decisión del sufragante, en tanto que debe nulificarse cuando la 
voluntad del elector no está expresada de manera indubitable. En 
consecuencia, si de acuerdo a la legislación en cita, las boletas para la elección 
de gobernador, diputados y ayuntamientos deben contener, entre otros 
requisitos, los relativos al color o combinación de colores y emblema del 
partido, así como el nombre y apellidos del candidato o candidatos, y la misma 
normatividad permite que dos o más partidos puedan postular al mismo 
candidato, sin necesidad de coaligarse, tal situación extraordinaria propicia que 
en la impresión de las boletas consten dos o más emblemas correspondientes 
a partidos políticos diferentes y que, sin embargo, cada uno de esos distintos 
emblemas esté unido al nombre y apellidos del candidato postulado en común, 
lo que genera la posibilidad de que el elector marque dos o más círculos o 
cuadros con los emblemas y nombres impresos de la manera descrita. En este 
caso, es clara la voluntad del elector de otorgarle su voto al candidato 
postulado de manera común, lo que, en cambio, no ocurre respecto de un 
determinado partido político. 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-119/2003.—Partido 
Revolucionario Institucional.—13 de junio de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: 
Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán. 
Sala Superior, tesis S3EL 026/2005. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 393-
394. 
Sala Superior. S3EL 026/2005 
 
 

Error en el escrutinio y cómputo de los votos. El interés para impugnarlo 
corresponde a cualquiera de los partidos contendientes en la elección. 

Los elementos para considerar que un error en el escrutinio y cómputo de la 
votación recibida en una casilla es o no determinante para el resultado de la 
votación recibida, son diferentes a los que se deben tomar en consideración 
para conocer si los errores mencionados ocasionan o no un agravio a algún 
partido determinado que promueva un juicio de inconformidad. El error resulta 
determinante cuando se puede inferir válidamente que en la hipótesis de no 
haberse cometido, podría haber variado el partido político reconocido como 
triunfador en el acta correspondiente; y por esto, ordinariamente se establece 
una comparación entre el número de votos que alcanza el error detectado, con 
el que da la diferencia que existe entre los sufragios atribuidos al vencedor en 
la casilla y los reconocidos al partido político que se encuentra en el segundo 
lugar, para concluir que si el número de votos en que radica el error es mayor 
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al de la diferencia mencionada, sí es determinante para el resultado de la 
votación, dado que, en el supuesto de que el número probable de votos no 
localizables por el error se hubieran emitido en favor del que ocupó el segundo 
lugar, éste habría obtenido la victoria en la casilla, lo que claramente implicaría 
un cambio en el resultado de la votación. En cambio, la causación del agravio 
se da, en estos casos, para cualquiera de los partidos políticos que haya 
participado en la contienda, pues la satisfacción de los actos y formalidades 
pueden referirse a la validez de la votación recibida en cada casilla en 
particular, en lo que todos los contendientes tienen interés jurídico, como 
porque también puede trascender para la posible nulidad de la elección, toda 
vez que conforme a los artículos 76, párrafo 1, inciso a), y 77, párrafo 1, inciso 
a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, es causa de nulidad de una elección de diputado de mayoría relativa 
en un distrito electoral uninominal, o de una elección de senadores en una 
entidad federativa, el hecho de que alguna o algunas de las causales 
señaladas en el artículo 75 del ordenamiento invocado, se acrediten en por lo 
menos el veinte por ciento de las casillas en el distrito de que se trate, o en el 
veinte por ciento de las secciones de la entidad de que se trate; es decir, el 
agravio radicaría en la contravención a la normatividad electoral conforme a la 
que se debe recibir la votación, y la trascendencia de ésta estaría en que 
puede generar la nulidad de la votación y contribuir, en su caso, a la nulidad de 
la elección, inclusive, supuesto éste, en el cual pueden recibir beneficio hasta 
los partidos contendientes, que hubieran obtenido un número mínimo de votos 
o ninguno, porque daría lugar a la convocatoria a elecciones extraordinarias, en 
las cuales volverían a contender y tendrían la posibilidad hasta de alcanzar el 
triunfo. 

Recurso de reconsideración. SUP-REC-071/97 y acumulado.—Partido de la 
Revolución Democrática.—5 de septiembre de 1997.—Unanimidad de votos.—
Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: Ángel Ponce Peña. 
Revista Justicia Electoral 1997, Tercera Época, suplemento 1, páginas 39-40, Sala 
Superior, tesis S3EL 029/97. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 545-
546. 
 Sala Superior. S3EL 029/97 
 
 

Escrutinio y cómputo. Casos en que se justifica su realización por parte 
de la autoridad electoral administrativa (legislación de Zacatecas). 

El artículo 245, fracciones II y III, del Código Electoral del Estado de Zacatecas 
contempla dos supuestos en que durante la sesión del cómputo municipal de 
una elección se puede proceder a hacer nuevo escrutinio y cómputo de la 
votación recibida en una casilla. El primero se actualiza imperativamente y 
obliga al consejo de que se trate a realizar ese nuevo escrutinio y cómputo, 
cuando el resultado del cotejo que se lleva a cabo entre el contenido de las 
actas de escrutinio y cómputo que se encuentran en el expediente de la casilla 
y el del acta que obra en poder del presidente del consejo electoral no 
coincidan, o bien cuando no existan tales actas. El segundo se da cuando 
existan errores o alteraciones evidentes en las actas, pero en estas hipótesis 
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no surge la obligación para el consejo electoral de llevar a cabo el nuevo 
escrutinio y cómputo necesariamente, con la sola advertencia de las 
situaciones indicadas, sino que tan sólo se le confiere ese poder de disponer la 
realización de dicha diligencia. El otorgamiento de la facultad discrecional 
encuentra cabal explicación en el sistema de la legislación electoral, en donde 
el documento público idóneo determinado por la ley para consignar 
ordinariamente los resultados de la votación recibida en cada casilla, lo son 
precisamente las actas de escrutinio y cómputo que levantan los integrantes de 
la mesa directiva de cada casilla, con los datos recogidos de la diligencia 
mediante la cual contaron directa y manualmente los votos extraídos de la urna 
correspondiente a dicha mesa de votación, ante la presencia de los 
representantes de los partidos políticos contendientes que se acreditaron en la 
casilla, y esto encuentra justificación por la inmediatez de los funcionarios con 
los objetos computados que son los votos; y por esto se contemplan muy pocos 
casos en que se autoriza que el órgano electoral que realice el cómputo 
municipal o distrital pueda proceder a dejar propiamente sin efectos aquel 
cómputo inicial, para sustituirlo por otro que se realice en la sede de dicha 
autoridad, casos que deben encontrar plena justificación, como los 
mencionados en el primer apartado, en donde la discrepancia entre dos 
ejemplares de lo que se supone debe ser un mismo documento público, hace 
completamente razonable que se ocurra excepcionalmente a la fuente original 
de los datos consignados en ellas, que se encuentran en el expediente 
electoral, para verificar objetivamente la realidad que las actas no representan 
confiablemente, ante su discrepancia, o el caso de la inexistencia de actas, en 
que se tiene pleno conocimiento de que se recibió votación ciudadana en una 
casilla, pero sus resultados no están consignados en el documento dispuesto 
ad hoc para ese efecto, como es el acta de escrutinio y cómputo, en los 
ejemplares que oficialmente deben existir en poder de las autoridades 
electorales, situación que también encuentra como única solución para poder 
contar y recibir los votos que se encuentran en el paquete, la de recurrir a un 
nuevo escrutinio y cómputo. Con el mismo sentido debe aplicar su arbitrio y 
discrecionalidad la autoridad electoral, cuando se trata de errores encontrados 
en las actas, lo que la debe llevar a tomar esa decisión exclusivamente cuando 
los errores advertidos provoquen incertidumbre sobre los resultados obtenidos 
de la casilla de que se trate y siempre que sea trascendente para dicho 
resultado, porque en el caso de obrar con ligereza y proceder a dicho recuento 
por cuestiones menores o insignificantes, estaría orientando sus decisiones en 
contra de los fines y valores perseguidos y protegidos por la ley, al desconocer 
por irregularidades irrelevantes el contenido del documento público que prioriza 
la ley como consignatario de los resultados de la votación de una casilla, 
cuando resulta obvio que a una autoridad se le concede arbitrio o 
discrecionalidad en el ejercicio de las funciones que desempeña, con el claro 
objeto de que contribuya, con el ejercicio de esas facultades, al cumplimiento 
de los fines a que con ellas se propende y al respeto y fortalecimiento de los 
valores correspondientes, y no a su vulneración. Esto es, la autoridad electoral 
investida de las facultades mencionadas debe proceder cuidadosamente a 
evaluar la magnitud del error que se advierta y de sus consecuencias, para 
decidir el nuevo escrutinio y cómputo exclusivamente en los casos en que 
dicho error produzca clara incertidumbre sobre lo que ocurrió en la casilla en 
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que el nuevo cómputo pueda contribuir a generar certeza y transparencia en el 
resultado de la misma. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-157/2001.—Partido 
Revolucionario Institucional.—6 de septiembre de 2001.—Unanimidad de votos.—
Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: José Manuel Quistián Espericueta. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, páginas 66-67, Sala 
Superior, tesis S3EL 021/2001. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 549-
551. 
SALA SUPERIOR. S3EL 021/2001 
 
 

Escrutinio y cómputo de votos. En principio corresponde realizarlo 
exclusivamente a las mesas directivas de casilla (legislación de 
Guerrero). 

Los comicios se realizan dentro de un proceso integrado de etapas sucesivas. 
En apego al principio de definitividad, los actos electorales realizados en cada 
una de dichas etapas se tornan en definitivos. Por otra parte, en términos de 
los artículos 200 a 205 del Código Electoral del Estado de Guerrero, el 
escrutinio y cómputo son funciones que realizan exclusivamente los miembros 
de la mesa directiva de casilla, al finalizar la votación correspondiente, dentro 
de la etapa de la jornada electoral. Excepcionalmente es permitido realizar 
dicho escrutinio y cómputo a una autoridad diferente a la mesa directiva de 
casilla, como son los consejos municipales, distritales o estatal, y en una etapa 
distinta, como es la de resultados y calificación de elecciones. Tal situación 
excepcional es admisible que ocurra, si se surte cualquiera de las hipótesis 
señaladas en el artículo 220, párrafo 1, inciso c), del ordenamiento electoral en 
estudio, a saber: A. Si se detectaren alteraciones evidentes en las actas que 
generen duda fundada sobre el resultado de la elección en la casilla. B. Si no 
existiere el acta de escrutinio y cómputo en el expediente de la casilla, y C. Si 
dicha acta no obrare en poder del presidente del consejo. Por tanto, si en un 
determinado caso no se actualiza alguna de las referidas hipótesis de 
excepción, no ha lugar a proceder a la apertura de los paquetes electorales, 
aun cuando se aduzca que existe común acuerdo sobre el particular, entre 
partidos políticos y autoridades electorales. A este respecto, debe señalarse 
que las normas que regulan los procedimientos electorales son de orden 
público y, por tanto, deben ser acatadas en sus términos y su observancia no 
admite ser materia de convención alguna. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-041/99.—Coalición integrada por 
los partidos de la Revolución Democrática, del Trabajo y Revolucionario de las y los 
Trabajadores.—30 de marzo de 1999.—Unanimidad de votos.—Ponente: Mauro 
Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Juan Manuel Sánchez Macías. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, página 44, Sala 
Superior, tesis S3EL 023/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 555. 
SALA SUPERIOR. S3EL 023/99 
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Escrutinio y cómputo. Su repetición implica la reposición íntegra del 
procedimiento establecido en la ley (legislación del Estado de México). 

De la interpretación funcional del artículo 270, párrafo primero, fracción II, del 
Código Electoral del Estado de México, se arriba a la convicción de que el 
concepto: se repetirá el escrutinio y cómputo de la elección de la casilla 
correspondiente, significa realizar de nueva cuenta el procedimiento 
establecido en el artículo 228 del mismo ordenamiento, es decir, determinar el 
número de electores que votó, el número de votos emitidos a favor de cada uno 
de los partidos políticos o candidatos, el número de los nulos y el número de 
boletas sobrantes. De ahí que, por ejemplo, resulte ilegal que con base en una 
supuesta objeción fundada (existencia de error aritmético) únicamente se 
realicen correcciones a los rubros de votación total emitida de las actas de 
escrutinio y cómputo, pues tal proceder es contradictorio con el procedimiento 
de cómputo establecido en el código mencionado, ya que de conformidad con 
éste, lo procedente es la repetición íntegra del escrutinio y cómputo de la 
elección de la casilla correspondiente. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-168/2000.—Partido 
Revolucionario Institucional.—16 de agosto de 2000.—Unanimidad de votos.—
Ponente: José Luis de la Peza.—Secretario: Rafael Elizondo Gasperín. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 136-137, Sala 
Superior, tesis S3EL 068/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 556-
557. 
SALA SUPERIOR. S3EL 068/2002 
 
 

Paquetes electorales. El objeto de su apertura y los hechos que en ella se 
constaten deben circunscribirse a la litis. 

De lo establecido en el artículo 22 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, se desprende que el objeto de toda 
diligencia de apertura de los paquetes electorales por los órganos 
jurisdiccionales se encuentra circunscrito por la causa de nulidad de votación 
invocada por el partido político inconforme, en razón de que el principio de 
congruencia externa inherente a toda sentencia impide que la autoridad que 
practique la diligencia se aparte de la litis planteada. Por tanto, si todo órgano 
jurisdiccional está obligado a dictar sentencia en concordancia con las 
cuestiones planteadas en la demanda, se sigue que el resultado de toda 
diligencia de apertura de paquetes electorales que debe tomarse en cuenta ha 
de circunscribirse a la litis. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-335/2000.—Partido 
Revolucionario Institucional.—12 de octubre de 2000.—Unanimidad de votos.—
Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: Gustavo Avilés Jaimes. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, página 105 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 738. 
SALA SUPERIOR. S3EL 108/2001 
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Paquetes electorales. El presidente de casilla puede realizar 
personalmente la entrega o auxiliarse de los asistentes electorales 
(legislación de Zacatecas y similares). 

De una interpretación gramatical y sistemática de los artículos 231 y 237-A, 
fracción IV, del Código Electoral del Estado de Zacatecas, se colige que los 
paquetes electorales pueden ser entregados por los presidentes de las mesas 
de casilla o por los asistentes electorales, en virtud de que, el primero de tales 
preceptos señala que los presidentes de las mesas directivas de casilla, bajo 
su responsabilidad, harán llegar a los consejos distritales y municipales 
respectivos, los paquetes aludidos; lo que bien pueden hacer en forma 
personal o designar a los funcionarios que deben hacer la entrega 
correspondiente, en virtud de que el referido artículo no les exige como 
obligación a dichos funcionarios la entrega del paquete electoral 
personalmente; y, el segundo, dispone que los asistentes electorales tienen 
entre sus atribuciones apoyar a dichos funcionarios en la realización del 
referido traslado. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-160/2001 y acumulado.—Partido 
Acción Nacional y Partido de la Revolución Democrática.—30 de agosto de 2001.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—Secretario: Jacob 
Troncoso Ávila. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-185/2001.—Partido de la 
Revolución Democrática.—6 de septiembre de 2001.—Unanimidad de votos.—
Ponente: José Luis de la Peza.—Secretario: Rafael Elizondo Gasperín. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, página 106,  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 739. 
SALA SUPERIOR. S3EL 082/2001 
 
 

Paquetes electorales. El presidente de la mesa directiva de casilla está 
obligado a hacerlos llegar bajo su responsabilidad a la autoridad 
competente (legislación de Sonora). 

Conforme al artículo 161 del Código Electoral para el Estado de Sonora, los 
presidentes de las mesas directivas, bajo su responsabilidad, deben hacer 
llegar al consejo municipal los paquetes electorales y las actas a que se refiere 
el artículo 156 del mismo ordenamiento. De tales disposiciones se desprende 
que el legislador ordinario estableció los requisitos y formalidades que deben 
tener los paquetes electorales, y previó el procedimiento para su traslado y 
entrega a los consejos municipales respectivos, en el entendido de que unos y 
otros representan aspectos trascendentes para la clara y correcta culminación 
del proceso de emisión del sufragio, de tal manera que su observancia exacta y 
puntual permite verificar el apego de esos actos a los mandatos de la ley; esto 
es, de aquellos textos legales se advierte que el legislador estableció que la 
integración de paquetes y expedientes de casilla, así como su remisión y 
entrega a los correspondientes órganos electorales competentes para la 
continuación del proceso electoral en la etapa de resultados y declaración de 
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validez de la elección, implican la transferencia de la responsabilidad y manejo 
del proceso electoral de un nivel, que son las mesas directivas de casilla, al 
siguiente que son los consejos municipales, distritales y estatales, así como el 
paso de un momento electoral —la jornada electoral— a otro diferente que es 
el cómputo municipal, todo lo cual contribuye a los propósitos de certidumbre, 
legalidad, objetividad, veracidad y oportunidad que son consustanciales a esta 
etapa. Cuando el presidente de la mesa directiva de casilla respectiva incumple 
con esa trascendente obligación, da lugar a que se actualice la causa de 
nulidad prevista en el artículo 195, fracción VI, del Código Electoral para el 
Estado de Sonora. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-085/97.—Partido Acción 
Nacional.—5 de septiembre de 1997.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de 
Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: José Félix Cerezo Vélez. 
Revista Justicia Electoral 1997, Tercera Época, suplemento 1, página 52, Sala 
Superior, tesis S3EL 038/97. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 739-
740.  
SALA SUPERIOR. S3EL 038/97 

 
 
Paquetes electorales. Los plazos establecidos para su entrega, deben 
entenderse referidos al centro de acopio y no a los propios consejos 
(legislación de Guanajuato). 

Del artículo 240 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para 
el Estado de Guanajuato, se desprenden diversas facultades para los consejos 
electorales municipales o distritales, entre ellas, la relativa a la facultad con que 
cuentan para determinar, previamente al día de la elección, la ampliación de los 
plazos para la entrega de paquetes y expedientes de casilla y otra diversa 
relativa a acordar que se establezca un mecanismo para la recolección de la 
documentación de las casillas, cuando fuere necesario y bajo la vigilancia de 
los partidos políticos que así desearen hacerlo. Ahora bien, los plazos que se 
establezcan deben entenderse referidos a la entrega de los paquetes y 
expedientes de casilla al centro de acopio y no a su entrega en el consejo 
respectivo, pues precisamente es la ley la que autoriza el establecimiento de 
mecanismos para la recolección de los paquetes electorales, lo que tiene como 
uno de sus propósitos el de agilizar su entrega dentro de los plazos 
establecidos. Por otra parte, una vez entregados dichos paquetes, cesa la 
responsabilidad del funcionario a quien se encomendó, transfiriendo la 
responsabilidad y manejo a las autoridades electorales, y pasando así de un 
momento electoral a otro, para dar inicio al cómputo correspondiente, por lo 
cual será incorrecto presuponer que el plazo para la entrega de los paquetes, 
corra desde el momento en que se da la clausura de la casilla hasta su llegada 
al consejo municipal, sin considerar el tiempo que medió con su entrega al 
centro de acopio; el lapso que estuvo en el mismo, hasta que se reuniera el 
número de paquetes acordado para hacer su traslado hasta el propio consejo, 
así como su llegada a éste. 
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-284/2000.—Partido 
Revolucionario Institucional.—25 de agosto de 2000.—Unanimidad de votos.—
Ponente: Eloy Fuentes Cerda.—Secretaria: Silvia Gabriela Ortiz Rascón. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, página 168, Sala 
Superior, tesis S3EL 106/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 740-
741. 
SALA SUPERIOR. S3EL 106/2002 
 
 
Paquetes electorales. Plazo inmediato para su entrega (legislación de 
Sonora). 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 161 del Código Electoral para el 
Estado de Sonora, los presidentes de las mesas directivas de casilla, bajo su 
responsabilidad, deben hacer llegar al consejo municipal los paquetes 
electorales y las actas a que se refiere el artículo 156 del propio código, dentro 
de los plazos que el mismo prevé, contados a partir de la clausura de las 
casillas, señalando en su fracción I que, cuando se trate de casillas urbanas, tal 
obligación debe cumplirla inmediatamente, salvo los casos justificados que el 
propio precepto contempla. Al respecto, es importante aclarar que por 
inmediatamente debe entenderse el tiempo necesario para el traslado del 
paquete del lugar en que estuvo instalada la casilla al domicilio del consejo 
municipal, atendiendo a las características de la localidad, los medios de 
transporte y las condiciones particulares del momento y del lugar. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-085/97.—Partido Acción 
Nacional.—5 de septiembre de 1997.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de 
Jesús Orozco Henríquez.—Secretarios: José Félix Cerezo Vélez y Hugo Domínguez 
Balboa. 
Revista Justicia Electoral 1997, Tercera Época, suplemento 1, página 53, Sala 
Superior, tesis S3EL 039/97. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 741-
742.  
SALA SUPERIOR. S3EL 039/97 
 
 

Paquetes electorales. Sólo procede su apertura durante las sesiones de 
cómputo en los supuestos previstos legalmente (legislación de Tlaxcala). 

De acuerdo con lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 211 del Código 
Electoral del Estado de Tlaxcala, el consejo electoral competente para efecto 
de realizar el cómputo de la elección de que se trate, deberá practicar las 
operaciones o actividades consistentes en el examen de los paquetes 
electorales, pero dicho examen, según la interpretación sistemática y funcional 
de las indicadas disposiciones, sólo tiene por objeto detectar aquellos paquetes 
que contengan muestras de alteración, o bien, recurso de protesta, para 
proceder a su separación y, en su caso y oportunidad, apertura de los mismos, 
sin que del propio ordenamiento legal se infiera que se hubiera pretendido darle 
otro alcance más que el que ya ha quedado destacado por lo que se refiere 
exclusivamente a los paquetes electorales que se hubieren encontrado en 
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dichos supuestos; por lo tanto, no es viable una interpretación literal en el 
sentido de que el vocablo examinar según el significado establecido en el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, implique la apertura 
de los paquetes electorales correspondientes a las casillas de ciertos 
municipios o distritos electorales. En este sentido, el consejo electoral 
respectivo, en relación con el acta de escrutinio y cómputo de casilla, debe 
proceder a abrir el sobre adherido al paquete electoral que la contenga, de 
acuerdo con el orden numérico de las casillas y tomar nota de los resultados 
que consten en ella, en acatamiento de lo dispuesto en la citada fracción II del 
artículo 211, por lo que es inexacto pretender que se realice una revisión y un 
examen minucioso de las actas de escrutinio y cómputo con respecto a las 
boletas y votos de cada casilla, pues la obligación que se impone legalmente a 
los funcionarios que integran los consejos electorales respectivos es 
precisamente la de concretarse al cómputo de la votación obtenida por los 
diversos contendientes en la elección de que se trate sin más trámite que el de 
vaciar los resultados que se contienen en cada una de las actas de escrutinio y 
cómputo de casilla. Por tanto, sólo en aquellos casos en que la misma ley así lo 
autoriza (paquetes que contengan muestras de alteración, o bien, recursos de 
protesta) y se encuentre plenamente justificado por la naturaleza de la 
alteración o la materia del recurso de protesta, los mencionados consejos se 
encuentran facultados para verificar un nuevo escrutinio y cómputo, atendiendo 
al principio de definitividad de las etapas del proceso electoral, previsto en los 
artículos 41, fracción IV, y 116, fracción IV, inciso e), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en conformidad con el cual los actos 
realizados dentro de la etapa de la jornada electoral adquieren definitividad y 
no pueden ser revocados, modificados o sustituidos en una posterior, salvo en 
los casos de excepción previstos legalmente. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-230/98 y acumulados.—Partido 
Revolucionario Institucional.—11 de enero de 1999.—Mayoría de seis votos.—
Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Disidente: Eloy Fuentes Cerda.—
Secretario: Hugo Domínguez Balboa. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, páginas 58-59, Sala 
Superior, tesis S3EL 035/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 742-
743. 
SALA SUPERIOR. S3EL 035/99 
 
 
 
 

Votos nulos. No cuentan para la asignación por representación 
proporcional (legislación de Chiapas). 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 260 del Código Electoral del 
Estado de Chiapas, para obtener la base para la segunda asignación debe 
deducirse de la votación total emitida, además de la votación de los partidos 
que no alcanzaron el 1.5% y la votación utilizada por los partidos políticos 
equivalente al 1.5% de la votación total, los votos nulos, porque: a) de una 
interpretación sistemática de los artículos 258, fracciones I y II, y 260, fracción 
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III, inciso a), del código citado ubicados ambos en el capítulo IV denominado 
Del recuento y asignación de regidores y diputados de representación 
proporcional, se colige que, una vez asignados diputados a los partidos que 
alcanzaron el 1.5% de la votación total, en la aplicación de la fórmula electoral 
los votos nulos no deben tomarse en cuenta; b) en el procedimiento de 
asignación en estudio, solamente participan los partidos políticos que 
alcanzaron, cuando menos, el umbral mínimo de votación, y es sólo a dichos 
entes a los que se les puede otorgar diputados plurinominales, por representar 
a un sector determinado del cuerpo electoral; c) el artículo 289 del código 
electoral estatal, establece expresamente que la votación anulada por el 
tribunal local se debe deducir de la votación total de la elección 
correspondiente para determinar la votación válida; entonces, interpretando 
analógicamente el artículo 227 del código citado, debe inferirse que el voto nulo 
proveniente de un ciudadano tampoco debe tomarse en cuenta en la votación 
válida, por existir causa semejante en ambos casos, ya que dichos votos 
carecen de eficacia jurídica, lo que se confirma porque los propios funcionarios 
integrantes de la mesa directiva de casilla (autoridad administrativa local) 
tienen la facultad de anular los votos que no se hayan emitido conforme a lo 
previsto en los numerales 224 y 227 del código en cita, y d) el principio de 
representación proporcional, como garante del pluralismo político, tiene como 
finalidad que cada partido político tenga una representación en el órgano 
colegiado correspondiente, lo más aproximado posible a su porcentaje de 
votación respecto a la votación total válida, ésta como resultado de los partidos 
que cumplieron con los requisitos legales para tener derecho a la respectiva 
asignación. En consecuencia, si se optara por incluir la votación nula en el 
procedimiento de asignación, se introduciría una impureza que sería contraria 
al principio mencionado. Por tanto, los votos nulos, independientemente que 
provengan del cuerpo electoral o de la resolución del órgano electoral 
competente, en ningún caso deben tomarse en cuenta para determinar la 
votación válida, cualidad que se requiere para participar en la asignación de 
diputados, y, consecuentemente, en el procedimiento de asignación de 
diputados por el principio de representación proporcional. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-132/98 y acumulados.—Partido 
del Trabajo.—12 de noviembre de 1998.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Luis 
de la Peza.—Secretario: Héctor Solorio Almazán. 
Revista Justicia Electoral 1998, Tercera Época, suplemento 2, páginas 91-92, Sala 
Superior, tesis S3EL 080/98. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 978-
979. 
Sala Superior. S3EL 080/98 
 
 
Boletas electorales. En cuanto a su regulación no existe antinomia entre 
la ley de transparencia y el código electoral federal. 
La interpretación de los artículos 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 3, fracción IX, y 61 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental; 1, 2 y 3 del Reglamento del 
Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, se concluye que, no existe incompatibilidad o antinomia 
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entre la regla establecida en el artículo 254, apartado 2 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, el cual establece que una vez 
finalizado el proceso electoral todas las boletas electorales serán destruidas, y 
la posible viabilidad de acceso a éstas, conforme a la ley federal de 
transparencia mencionada, pues se trata de ordenamientos que se deben 
interpretar de manera armónica o sistemática para dar respuesta a la petición 
de los solicitantes. Lo anterior, en virtud de que la ley federal de transparencia 
tiene por finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda 
persona, de aquella información en posesión de los Poderes de la Unión, los 
órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal y cualquier otra 
entidad federal, incluido el Instituto Federal Electoral; mientras que el régimen 
de las boletas establecido en el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales regula acerca de su tratamiento y uso. Es por ello 
que lejos de considerarse contradictorios debe prevalecer una interpretación 
que permita acudir, en primer término, a la legislación referente al acceso a la 
información, por ser éste el derecho en cuestión y posteriormente armonizar 
tales preceptos con aquellos que regulen los actos u objetos de los que trate la 
información solicitada.  
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-
10/2007 y acumulado.—Actores: José Daniel Lizárraga Méndez y otra.—Autoridad 
responsable: Comisión del Consejo para la Transparencia y el Acceso a la Información 
del Instituto Federal Electoral.—25 de abril de 2007.—Unanimidad de votos.—
Ponente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Rodrigo Torres Padilla.  
Tesis XXV/2008 
 
 
Validez del sufragio. No se desvirtúa cuando en la boleta electoral es 
objetiva la intención del elector (legislación del estado de Puebla). 
 
De la interpretación del artículo 290 del Código de Instituciones y Procesos 
Electorales del Estado de Puebla, se desprende que si en una boleta no se 
marcó alguno de los recuadros que contienen los emblemas de los partidos 
políticos o coaliciones, pero en otra parte de la boleta se asienta el nombre del 
candidato de cualquier instituto político contendiente, y el mismo nombre 
señalado aparece en la boleta, dicha anotación indica que la intención del 
elector se encamina a votar en favor del partido político o coalición que postula 
el candidato cuyo nombre se escribió en la boleta, lo cual es suficiente para 
que prevalezca el principio de validez del sufragio emitido por el elector, por lo 
que ese voto debe considerarse válido. 
 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-39/2008 y acumulado.—Actores: 
Partido Acción Nacional y otro.—Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado 
de Puebla.—13 de febrero de 2008.—Unanimidad de cinco votos.—Ponente: Manuel 
González Oropeza.—Secretarios: Heriberta Chávez Castellanos y Héctor Rivera 
Estrada. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintitrés de julio de dos mil ocho, 
aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
Tesis XXV/2008 
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